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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA
ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 177/2020-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR GENERAL DE GOBERNACION DEL
ESTADO DE SAN LUIS POTOSI.

MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR. 

San Luis Potosí, S.L.P., dieciocho de diciembre de dos mil veinte.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 177/2020-3, promovido por ********** en su carácter de Albacea Testamentario de la Sucesión del C. **********, contra actos del Director General de Gobernación de la Secretaría General de Gobierno del Estado  de San Luis Potosí; y,

R E S U L T A N D O
UNICO.- Mediante auto de fecha primero de julio de dos mil veinte, previo requerimiento al actor, se tuvo por recibido el escrito firmado por ********** en su carácter de Albacea Testamentario de la Sucesión del C. **********, quien promueve juicio contencioso administrativo en contra del Director General de Gobernación de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; por la nulidad del siguiente acto o resolución: “…La Orden de Visita **********,(sic) Acta de inspección, circunstanciada **********Resolución emitida por el Director General de Gobernación de la Secretaría General de Gobierno, con fecha**********y Acta de notificación de fecha**********; quien manifiesta que tuvo conocimiento de la resolución el veintitrés de enero de dos mil veinte; en el propio auto se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera..- Con proveído del tres de agosto de dos mil veinte, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con el escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho corresponda; se proveyó sobre la admisión de las pruebas de las partes y se fijó fecha y hora para la audiencia final. La cual tuvo verificativo el veintiséis de agosto de dos mil veinte, sin la asistencia de las partes, el Secretario de Acuerdos dio cuenta con el escrito de demanda y contestación, y reseñó las pruebas ofrecidas por las partes; en periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron; en etapa de alegatos, se certificó que no se formularon por ninguna de las partes; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia de carácter administrativa suscitada entre un particular y una autoridad dependiente del Poder Ejecutivo se esta entidad federativa, sobre la cual se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La personalidad de la parte actora, quedó acreditada en términos del numeral 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada del Testamento Público Abierto, protocolizada ante la fe del Notario Público número 17, con ejercicio de esta ciudad; documental que obra en foja de la 34 a la 38 del expediente en el que se actúa; asimismo acreditó su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo en consulta, con los originales de los actos impugnados, visibles en fojas 11 a la 17 y 29 a la 33  de este sumario. 

La personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, el Director General de Gobernación de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; se encuentra acreditada en este Tribunal, con la copia certificada de su nombramiento que fue exhibidos en este juicio, y que obra en fojas 50 en este sumario, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Las Documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74, 91 y 100, del Código Procesal Administrativo para el Estado; al tratarse de documentos públicos expedidos por servidores y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones, los cuales no se objetaron por las partes, por lo que se tienen por auténticos y demuestran lo inserto en ellos.
TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad de los siguientes actos: La Orden de Visita **********, Acta de inspección, circunstanciada **********Resolución emitida por el Director General de Gobernación de la Secretaría General de Gobierno, con fecha**********y Acta de notificación de fecha**********; documentales que constituyen los actos impugnados, visibles en fojas 11  y 12 y 29 a la 32 de este sumario, exhibidos por la demandante conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.

CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Tercera Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. ...”
En ese tenor, se advierte que la autoridad demandada, al producir su respectiva contestación que obra a fojas 44 a la 49 de este sumario, señaló que la resolución que constituye el acto impugnado se emitió de manera legal y fundada y motivada, conforme a los hechos asentados en el Acta de Inspección, Vigilancia y verificación Circunstanciada. A ese respecto, deben desestimarse dichas afirmaciones porque son razonamientos que deben ser analizados en el fondo de la Litis, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor en este juicio. 

Sirve de apoyo, el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia que, aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible conforme a lo siguiente: Registro: 187973, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dispone: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse. …”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento hechos valer por la demandada y tampoco que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de fondo de la controversia.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación, que se advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 3 a la 5 de este sumario, argumentos que no se transcriben y se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia  de la Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- En ese orden de ideas, resulta pertinente puntualizar que a efecto de respetar el principio de completitud en la impartición de justicia, propio de la garantía consagrada en el artículo 17 Constitucional, en el que se establece que siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos en los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, las autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto sobre los formalismos procedimentales; aunado a que, al emitir la sentencia, es obligación de este Tribunal examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquéllos que permitan declarar la nulidad lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento; por lo que, el estudio de los conceptos de impugnación de la actora en su escrito de demanda, se estudiarán tomando en consideración para estudio preferente aquéllos que le otorguen mayor beneficio.

Tiene aplicación a lo anterior, la siguiente Tesis de Jurisprudencia, Novena Época, Registro: 179367, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXI, Febrero de 2005, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 3/2005, Página: 5, que se transcribe:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional..- Contradicción de tesis 37/2003-PL. Entre las sustentadas por la Primera y Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 31 de agosto de 2004. Unanimidad de diez votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías.”

Así las cosas, nos ocuparemos del estudio de fondo del concepto tercero de impugnación y los argumentos que hace valer en el punto número 1 y 2 del apartado VII de “Hechos que forman los antecedentes de la demanda y los fundamentos de la pretensión”, los cuales se analizan en forma conjunta por estar vinculados entre sí en cuanto a las violaciones que aluden, mismos que se examina en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes, y que obran en autos de este procedimiento.
Apoya lo antes dicho la jurisprudencia emitida por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, visible en la tesis con Registro: 166683, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, Agosto de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.7o.A.J/46, Página 1342, que dice: 
“DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU EXAMEN NO SÓLO DEBE ATENDER A SU APARTADO DE CONCEPTOS DE ANULACIÓN, SINO A CUALQUIER PARTE DE ELLA DONDE SE ADVIERTA LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS ESENCIALES DE LA CAUSA DE PEDIR. Conforme al artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (correlativo del precepto 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda, pudiendo invocar hechos notorios e, incluso, examinar, entre otras cosas, los agravios, causales de ilegalidad y demás razonamientos de las partes. Consecuentemente, la citada demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes...”

 Punto número 1 y 2 del apartado VII Apartado de “Hechos que forman los antecedentes de la demanda y los fundamentos de la pretensión”, que la parte que interesa refiere:

“1.- Con fecha **********, (el numero 13 esta sobre puesto en la Orden de Visita), el Director de Gobernación expidió la Orden de visita **********que origino el Acta de Inspección circunstanciada número **********levantada por  el inspector (…), adscrito a la Subdirección de Alcoholes, dependiente de la Dirección General de Gobernación y la Resolución emitida por el Director General de Gobernación de la Secretaria General de Gobierno, con fecha**********Resolución que se pretendió notificar en el Acta de fecha**********
[Énfasis añadido]

“2.- Los fundamentos de mi pretensión se derivan de la violación ostensible  a la garantía de audiencia y legalidad prevista por los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal respecto de los actos antes citados.”
Concepto de impugnación que, en lo que interesa refiere:

“Tercero.- (…).”

“… En efecto se llevó a cabo un procedimiento administrativo sin respecta (sic) las Garantías de Seguridad Jurídica que contiene el segundo párrafo del Artículo 14 de la Constitución Federal,  (…), por lo que al no haber sido sujeto de proceso administrativo conforme a derecho, LA SUCESION A BIENES DE … POR CONDUCTO DE SU ALBACEA, y al ser  este un acto que se equipara al emplazamiento que por ser un acto jurídico de suma importancia en el curso de un juicio, constituyendo este la violación procesal de mayor magnitud y de carácter más grave que produce un completo estado de indefensión y al regirse las normas que regulan todo procedimiento por los principios de interés general y obligatoriedad del proceso, de acuerdo con los cuales, son disposiciones de orden público que deben cumplirse y no pueden alterarse o modificarse caso contrario se vulneran las garantías previstas por los artículos 8,14 y 17 Constitucionales, sirve de apoyo a lo antes expuesto el criterio de Jurisprudencia que en seguida transcrito:
“AUDIENCIA, CÓMO SE INTEGRA ESTA GARANTÍA. De entre las diversas garantías de seguridad jurídica que contiene el segundo párrafo del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, destaca por su primordial importancia, la de audiencia previa. Este mandamiento superior, cuya esencia se traduce en una garantía de seguridad jurídica para los gobernados, impone la ineludible obligación a cargo de las autoridades para que, de manera previa al dictado de un acto de privación, cumplan con una serie de formalidades esenciales, necesarias para oír en defensa a los afectados. Dichas formalidades y su observancia, a las que se unen, además, las relativas a la garantía de legalidad contenida en el texto del primer párrafo del artículo 16 constitucional, se constituyen como elementos fundamentales útiles para demostrar a los afectados por un acto de autoridad, que la resolución que los agravia no se dicta de un modo arbitrario y anárquico sino, por el contrario, en estricta observancia del marco jurídico que la rige. Así, con arreglo en tales imperativos, todo procedimiento o juicio ha de estar supeditado a que en su desarrollo se observen, ineludiblemente, distintas etapas que configuran la garantía formal de audiencia en favor de los gobernados, a saber, que el afectado tenga conocimiento de la iniciación del procedimiento, así como de la cuestión que habrá de ser objeto de debate y de las consecuencias que se producirán con el resultado de dicho trámite, que se le otorgue la posibilidad de presentar sus defensas a través de la organización de un sistema de comprobación tal, que quien sostenga una cosa tenga oportunidad de demostrarla, y quien estime lo contrario, cuente a su vez con el derecho de acreditar sus excepciones; que cuando se agote dicha etapa probatoria se le dé oportunidad de formular las alegaciones correspondientes y, finalmente, que el procedimiento iniciado concluya con una resolución que decida sobre las cuestiones debatidas, fijando con claridad el tiempo y forma de ser cumplidas. (…).”

[Énfasis añadido]

Del estudio y análisis practicado, esta Tercera Sala Unitaria determina que resulta fundado y suficiente,  para determinar la ilegalidad de los actos impugnados.

Lo anterior es así, toda vez que como se observa en la Orden de Visita de Inspección, Vigilancia y Verificación **********emitida por el Director General de Gobernación, visible en fojas 11 y 12 del sumario, con pleno valor probatorio para acreditar lo inserto en ella conforme lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74, 91 y 100, del Código Procesal Administrativo para el Estado; no cumple con las formalidades esenciales del procedimiento, pues omite cumplir con las bases, requisitos y elementos del acto administrativo de que se trata, siendo en el presente caso que se analiza, que la orden de inspección al expedirse sea debidamente requisitada sin dejar espacios en blanco, precisando destinatario, domicilio del mismo y fecha de expedición, para no propiciar que se rellenen posteriormente, según lo ordena el artículo 36 fracción I, de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí; esto es, que la orden de inspección se encuentre en forma escrita con un mismo tipo de letra, lo que no se advierte en el acto impugnado; ya que si bien se hacen constar algunos los datos que deben contenerse en la orden de inspección,  también lo es que se aprecia de su texto que en la orden de que se trata utilizaron tipos de letra distintos, uno que corresponde a sus elementos genéricos y otro a los datos específicos relacionados con el actor, ya que tanto el destinatario y su domicilio como la fecha y hora de emisión, difieran claramente del resto del texto del oficio respectivo, lo que conlleva a establecer que no se cumplen con los requisitos formales de la orden de visita, para que sea válida en su ejecución.

En efecto, para que toda orden de visita satisfaga la garantía de legalidad inmersa en el artículo 16 constitucional, debe constar por escrito, estar firmada y emitida por autoridad competente, precisar el lugar o lugares que han de inspeccionarse, su objeto, los destinatarios de la orden o, en su caso, proporcionar datos suficientes que permitan su identificación, así como las personas que se encuentren facultadas para llevar a cabo la diligencia de que se trate; por tanto, si en una orden de visita se utilizaron tipos de letra distintos, uno que corresponde a sus elementos genéricos y otro a los datos específicos relacionados con el  propietario o lugar a inspeccionar, ello revela que no se cumplen con los requisitos anteriores; lo que se aprecia  de la orden de visita e inspección en análisis, ya que se hace constar en ella, un tipo de letra con el que se asienta los datos del propietario, domicilio, municipio y la fecha en que se emite, y otro con diverso tipo de letra de computadora, para el resto del documento, lo que transgrede la garantía de legalidad y el principio se seguridad jurídica en perjuicio del hoy actor.

 Circunstancias que al obrar en el acto reclamado, hacen presumir fundadamente que fue el propio inspector quien plasmó en la orden esos datos, sin que se requiera de otro tipo de pruebas  como la testimonial o pericial, puesto que resulta evidente y salta a la vista el hecho de que originalmente la orden de inspección en comento, fue expedida y firmada previamente por el Director General de Gobernación, dejando espacios en blanco, sin asentar nombre de propietario, giro y domicilio del inmueble, y la fecha en que se emite, datos que fueron agregados posteriormente con un tipo de letra diferente al del contenido general de la orden; por lo que se concluye, que en cuanto a datos del visitado y la fecha de emisión, la misma no es llenada originalmente en los espacios que le corresponde, sino que esa información fue puesta con posterioridad a la impresión y firma del documento; sin que respecto de la irregularidad atribuida, la autoridad demandada haya opuesto excepción o defensa válida, pues solamente señaló en términos generales que dicha orden cumple en su expedición con los requisitos y elementos establecidos por la legislación aplicable; de tal suerte que resulta imposible estimar, que la orden de inspección fue elaborada completamente por el Director General de Gobernación; o sea, incumple  con los elementos y requisitos del acto administrativo de que se trata; vulnerando así, lo dispuesto por los artículos 14 y 16 Constitucionales, en relación con los numerales 164, 165 y 197, del Código Procesal Administrativo para el Estado, y 36 fracción I, de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado; numerales estos últimos, que a la letra dicen:
Código Procesal Administrativo para el Estado:

“Artículo  164. Son elementos del acto administrativo:

“…I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;

Artículo 165. Son requisitos del acto administrativo:

“…I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento;

Artículo 197. Los inspectores y verificadores, para practicar visitas, deberán estar provistos de orden escrita con firma autógrafa expedida por la autoridad competente, en la que deberá precisarse:

I. El nombre de la persona respecto de la cual se ordena la visita;

II. El lugar o zona que ha de verificarse;

III. El objeto de la visita,

IV. El alcance que deba tener, y

V. Las disposiciones legales que lo fundamenten.”
Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado: 

“ARTÍCULO 36. Las inspecciones que realicen las autoridades que gozan de tal atribución, según lo establecido por la presente Ley, a los establecimientos señalados en la misma, se sujetarán a las siguientes bases: 

“I. El inspector deberá contar con orden escrita, con nombre, cargo, y firma autógrafa de la autoridad competente que la expide; debidamente requisitada, sin dejar espacios en blanco, ni contener tachaduras, o enmendaduras; en la que se expresará el domicilio del establecimiento por inspeccionar; la fecha; el objeto de la visita; una debida fundamentación y motivación;…”

[Lo resaltado es nuestro]
Bajo esa premisa, se desprende que la Orden de Inspección en análisis, debe reunir para su validez, las bases, elementos y requisitos de formalidad establecidos en los numerales antes citados, de lo que se deriva que las órdenes de visita de inspección y verificación se encuentren en forma escrita, en las que deberán precisarse el destinatario, domicilio y fecha de emisión, los objetos y alcances de la visita, asimismo las disposiciones legales que las fundamenten; lo que conlleva a que, desde su origen o emisión se precise el nombre de la persona respecto de la cual se ordena la visita, así como el lugar o zona que ha de verificarse; lo cual como se vio, no ocurre en el caso de que se trata.
Por tanto, resulta inconcuso que el hecho de que en una orden de visita se hayan utilizado tipos de letra notoriamente distintos, uno que corresponde a sus elementos genéricos y otro a los datos específicos relacionados con el propietario hoy actor, revela que no cumple los requisitos mencionados y sí, por el contrario, debe tenerse por probado que se transgredieron las garantías de legalidad y seguridad jurídica consagradas en el mencionado artículo 16 Constitucional, en cuanto a los requisitos que debe contener la orden de visita e inspección en estudio. Lo anterior deriva, por una parte, de que resulta lógico que si la autoridad competente dicta por escrito una orden de visita, tanto sus elementos genéricos como los específicos deben estar señalados con el mismo tipo de letra, ya sea manuscrita, de máquina de escribir o de computadora y, por otra, de que tratándose de una garantía individual para el gobernado, resulta perfectamente factible que se cumpla con esto último.

Circunstancias que no constan en el acto impugnado referido, pues el mismo no se trata de un formato en el que se  tenga que  efectuar  el  llenado de espacios, en el que por ende, deban quedar asentados dos tipos de letra notoriamente distintos, el cual uno correspondería a elementos genéricos y otro a los datos específicos relacionados con el visitado; lo que vulnera en perjuicio del actor, como se dijo las garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, por lo que, debe exigirse su pleno acatamiento y la demostración idónea de ello, y no propiciar que se emanen órdenes de inspección de visita que por sus características pudieran proceder, no de autoridad competente, sino del funcionario ejecutor de la orden pero incompetente para emitirla. 

En ese orden de ideas, le asiste razón al promovente para decretar la nulidad de la Orden de Inspección en cita, emitida  por el Director General de Gobernación, que obra en copia certificada en fojas 11 y 12 este sumario; por carecer de las formalidades establecidas en los artículos 14 y 16 Constitucionales e incumplir con las formalidades del acto administrativo de que se trata, al no observar los elementos y requisitos previstos en los numerales  164, 165 y 197, del Código Procesal Administrativo para el Estado, en relación con el artículo 36 fracción I, de la Ley de Bebidas Alcohólicas en comento.
Tienen aplicación la Tesis de Jurisprudencia del Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Sexto Circuito, Novena Época,  Registro: 190702, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia,  Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XII, Diciembre de 2000, Materia(s): Administrativa, Tesis: XVI.4o. J/3, que dice: 

“ÓRDENES DE VERIFICACIÓN DE CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES FISCALES. NO ES LEGAL QUE POSTERIORMENTE A SU EMISIÓN SE LLENE UN ESPACIO DEJADO EN BLANCO EN EL DOCUMENTO RESPECTIVO. Las órdenes de visita para la verificación del cumplimiento de las obligaciones fiscales, como todo acto de molestia, tienen su fundamento en el artículo 16 constitucional, por lo que, conforme a ese dispositivo, tales mandatos deben constar por escrito y provenir de autoridad competente. De tal suerte, si al expedir y suscribir un mandato de tal naturaleza se señalan en letra impresa el domicilio, el contribuyente y el objeto de la revisión, dejando un espacio en el que con letra manuscrita se consigna el día en que ese mandato deberá verificarse, ello evidencia que ese apartado fue llenado por el visitador encargado de realizar el acto, toda vez que no es factible considerar que se trate de un formato preimpreso, cuando en el documento sí se asentó con caligrafía de molde el domicilio, nombre del gobernado y objeto de la visita, y exclusivamente se dejó para llenar a mano el día de la verificación; de ahí que la orden deba considerarse violatoria del aludido precepto constitucional, ya que dicho visitador carece de facultades para elegir la fecha en que ha de llevarse al cabo, pues sus atribuciones se constriñen a cumplimentar el referido mandato y en ningún caso puede requisitar algún elemento de la orden de verificación. ...”

Y la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Época: Novena Época, Registro: 188560, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIV, Octubre de 2001, Materia(s): Constitucional, Administrativa, Tesis: 2a./J. 44/2001, Página: 369, que dice:  

“ORDEN DE VISITA EN MATERIA FISCAL. LA NOTORIA DIFERENCIA ENTRE EL TIPO DE LETRA USADO EN SUS ASPECTOS GENÉRICOS Y EL UTILIZADO EN LOS DATOS ESPECÍFICOS RELACIONADOS CON EL VISITADO, PRUEBA LA VIOLACIÓN A LAS GARANTÍAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. La orden de visita que se dirija al gobernado a fin de verificar el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, debe reunir los requisitos que establece el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los numerales 38 y 43 del Código Fiscal de la Federación, esto es, debe constar por escrito, ser firmada y emitida por autoridad competente, precisar el lugar o lugares que han de inspeccionarse, su objeto, los destinatarios de la orden o, en su caso, proporcionar datos suficientes que permitan su identificación, así como las personas que se encuentren facultadas para llevar a cabo la diligencia de que se trate; por tanto, resulta inconcuso que el hecho de que en una orden de visita se hayan utilizado tipos de letra notoriamente distintos, uno que corresponde a sus elementos genéricos y otro a los datos específicos relacionados con el contribuyente, revela que no cumple los requisitos mencionados y sí, por el contrario, debe tenerse por probado que se transgredieron las garantías de legalidad y seguridad jurídica consagradas en el mencionado artículo 16, en cuanto a los requisitos que debe contener aquélla. Lo anterior deriva, por una parte, de que resulta lógico que si la autoridad competente dicta una orden de visita, tanto sus elementos genéricos como los específicos deben estar señalados con el mismo tipo de letra (manuscrita, de máquina de escribir o de computadora) y, por otra, de que tratándose de una garantía individual para el gobernado y siendo perfectamente factible que se cumpla con esto último, debe exigirse su pleno acatamiento y la demostración idónea de ello, y no propiciar que se emitan órdenes de visita que por sus características pudieran proceder, en cuanto a los datos vinculados con el contribuyente y con la visita concreta que deba realizarse, no de la autoridad competente, sino del funcionario ejecutor de la orden pero incompetente para emitirla..- Contradicción de tesis 45/2001-SS. Entre las sustentadas por el Primer y el Tercer Tribunales Colegiados del Quinto Circuito. 12 de septiembre de 2001. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: María Estela Ferrer Mac Gregor Poisot.”

Es menester señalar, que siendo que la orden de inspección en comento, fue emitida de forma ilegal de acuerdo a los razonamientos antes vertidos, todos los actos derivados de esta, o que se apoyen en ella, o que en alguna forma estén condicionados por ella, también son ilegales por su origen, ya que son accesorias de la principal; en consecuencia, resulta procedente declarar su ilegalidad y nulidad total; por lo que en tal virtud, son ilegales los demás actos derivados de ese procedimiento, que se hacen consistir en los actos impugnados en este juicio, como son: el Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada **********de fecha********** efectuada al **********la Resolución Administrativa de fecha **********, emitida por el Director General de Gobernación del Gobierno del Estado, recaída como consecuencia de los actos antes citados;  Acta de notificación de fecha**********y la Multa impuesta a la actora, que se contiene en el Oficio número ********** emitido por el Director General de Gobernación y dirigido al Secretario de Finanzas del Estado, por la cantidad de ********** al tratarse de actos administrativos que resultan ilegales y viciados desde su origen, por el ilegal acto que los generó, a virtud de que la legalidad del primer acto que les dio origen, es indispensable para que los subsecuentes actos sean legalmente válidos en contenido y ejecución. 

Apoya lo anterior, la Tesis de Jurisprudencia del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro: 252103, Séptima Época, Jurisprudencia, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo: 121-126 Sexta Parte, Página: 280, que a la letra dice:
“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.- Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal. …”

En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo establecido en los numerales 250 fracción II y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que lo procedente es decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados, consistentes en: a) Orden de Visita de Inspección, Vigilancia y Verificación **********; b) Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada ********** de fecha**********; c) Resolución Administrativa de fecha **********, emitida por el Director General de Gobernación del Gobierno del Estado; d) Acta de notificación de fecha**********e) Oficio número ********** emitido por el Director General de Gobernación y dirigido al Secretario de Finanzas, relativo a la multa impuesta a la actora, por la cantidad de **********; y por consecuencia, declarar la NULIDAD TOTAL de los mismos, dejándolos sin efecto legal alguno; de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia.

En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de impugnación restantes; en acatamiento al criterio emitido por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Época: Séptima Época, Registro: 240348, Instancia: Tercera Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Volumen 175-180, Cuarta Parte, Materia(s): Común, Tesis: ***, Página: 72, que establece:

“CONCEPTOS DE VIOLACION, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS. Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de éstos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja..- Amparo directo 66/83. Juan José Islas Arreola. 25 de julio de 1983. Cinco votos. Ponente: Jorge Olivera Toro..- Séptima Época, Cuarta Parte: Volúmenes 157-162, página 32. Amparo directo 3560/81. Alberto Eljure Fayad. 7 de mayo de 1982. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Jorge Olivera Toro. Secretario: Julio Humberto Hernández Fonseca..- Volúmenes 157-162, página 32. Amparo directo 140/81. Josefina Quevedo viuda de Villareal. 3 de mayo de 1982. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Jorge Olivera Toro. Secretaria: Gilda Rincón Orta..- Volúmenes 157-162, página 32. Amparo directo 4401/81. Carlos Antonio Cabanillas Paredes. 17 de marzo de 1982. Mayoría de cuatro votos. Disidente: J. Alfonso Abitia Arzapalo. Secretaria: Gilda Rincón Orta..- Volúmenes 157-162, página 247. Amparo directo 1507/81. Felipe Franzoni Chávez. 9 de noviembre de 1981. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: J. Alfonso Abitia Arzapalo. Secretaria: Gilda Rincón Orta..- Volúmenes 157-162, página 247. Amparo directo 455/80. Modesto Barreto González y coagraviado. 5 de noviembre de 1981. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: J. Alfonso Abitia Arzapalo. Secretaria: Gilda Rincón Orta..- Nota: La prelación de precedentes ha sido corregida y se elimina la leyenda ‘Sostienen la misma tesis’.”

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y  de los numerales 229 Fracción V, 249, 250 fracción II,  251,  252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado; es de resolverse y se,

R  E  S  U  E  L  V  E

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio. 

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados y, por consecuencia, se decreta su NULIDAD TOTAL, dejándolos sin efecto, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando Sexto de la presente sentencia.
TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- RUBRICAS.-
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria
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